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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

   
       SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, febrero tres de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-001-1996-14353-01
Acta Nro. 29 de febrero 3 de 2009
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto contra el auto del 22 de agosto de 2008 proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito en este proceso ejecutivo con título hipotecario promovido por el Banco Cafetero – Bancafé contra Blanca Lucía Gaviria de Agudelo, sucedida por Carlos Augusto Agudelo Gómez (cónyuge sobreviviente) y Augusto, Olga Lucía y Carlos Eduardo Agudelo Gaviria (hijos).
ANTECEDENTES
   



Con demanda presentada por el Banco Cafetero - Bancafé- se inició proceso ejecutivo con título hipotecario contra Blanca Lucía Gaviria de Agudelo, tendiente al pago de unas sumas derivadas de los saldos insolutos de varios pagarés suscritos por la demandada a favor de la actora.
  



Luego de surtidos los trámites previos, el 31 de agosto de 2000 se profirió sentencia de primera instancia que ordenó la venta en pública subasta del inmueble gravado con hipoteca, para que con su producto se paguen los valores por los cuales se libró el mandamiento de pago. Posteriormente se liquidaron las costas y el crédito, se avaluó el inmueble y se inició el trámite el remate del bien aprisionado, actuación que se encuentra inconclusa, no obstante que la diligencia fue programada en varias oportunidades, la última de ellas para efectuar segunda licitación que debió ser llevada cabo el 1 de noviembre de 2001. 
  



Mediante auto del 18 de junio de 2008, a solicitud de la apoderada de los demandados, el Juzgado requirió a la parte actora para que impulsara el proceso continuando con el trámite pendiente dentro de los 30 días siguientes a la notificación de esa providencia, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 1194 de 2008, requerimiento sobre el que la entidad demandante hizo caso omiso, no obstante lo cual, el Juzgado se abstuvo de declarar el “desistimiento tácito” consagrado en la citada ley, por considerar que no era procedente su aplicación en vista de que en el proceso ya se dictó sentencia.
Esa última providencia, que data del 22 de agosto de 2008, fue impugnada por la apoderada de los demandados mediante el uso de los recursos de reposición y apelación subsidiaria,  argumentando, en síntesis, que un proceso ejecutivo no termina con la sentencia, sino cuando se hayan satisfecho totalmente las obligaciones demandadas, cosa que no ha ocurrido, así que como la última actuación de la parte actora ocurrió hace más de cuatro años y pese al requerimiento previo que le hizo el juzgado persiste en su inactividad, es procedente declarar el desistimiento establecido por la Ley 1194 de 2008.
El a quo se negó a reponer el auto recurrido pues concluyó que la inactividad que sirve de base a la declaratoria de desistimiento tácito en contra una de las partes debe entenderse como la ausencia de realización de un acto necesario para continuar con el trámite de la actuación que esa parte impulsó y, por lo tanto, esa medida se torna improcedente para que obre sobre la demanda cuando ya se ha dictado sentencia que decide de fondo sus pretensiones, puesto que el demandante ha realizado todas las diligencias necesarias para obtener ese pronunciamiento; además, cuando se trata de actos posteriores a la sentencia dentro de este tipo de procesos cualquiera de las partes puede pedir su realización, de tal manera que no es indispensable la actividad de la parte demandante para continuar con la actuación.
Concedido el recurso de apelación y brindada la oportunidad para alegar en esta sede insistieron los demandados en los argumentos que esgrimieron para obtener la reposición del auto recurrido e hicieron dos nuevos planteamientos que se sintetizan así: (i) que su situación económica es precaria y les es imposible sufragar los costos que implica el remate por lo cual, como el demandante hizo caso omiso del requerimiento que le hizo el Juzgado, se debe aplicar el desistimiento tácito; y (ii) que la entidad actora no solamente no ha impulsado la realización del remate, sino que no ha constituido apoderado judicial desde que el juzgado en marzo de 2004 aceptó y le comunicó la renuncia de la que tenía, dejando de cumplir así  con los trámites necesarios para continuar el proceso, situación que también hace procedente la aplicación de la Ley 1194 de 2008 a este caso.
La parte demandante guardó silencio y ahora se procede a resolver previas estas,  

CONSIDERACIONES

La petición de la apoderada de los demandados a raíz de la cual se produjo el auto recurrido se refiere a la aplicación de la Ley 1194 de 2008, para que se dé por terminado el mismo, se levanten las medidas cautelares y se condene a la entidad actora al pago de costas y perjuicios. La ley invocada, en lo que interesa a este proceso, es del siguiente tenor:
“(…) Artículo 1°. El Libro Segundo. Sección Quinta. Título XVII. Capítulo III. Artículo 346 del Código de Procedimiento Civil , quedará así:

 

Capítulo III. Desistimiento tácito.

Artículo 346. Desistimiento Tácito. Cuando para continuar el trámite de la demanda, de la denuncia del pleito, del llamamiento en garantía, del incidente, o de cualquiera otra actuación promovida a instancia de parte, se requiera el cumplimiento de una carga procesal o de un acto de la parte que haya formulado aquella o promovido estos, el juez le ordenará cumplirlo dentro de los treinta días siguientes, término en el cual, el expediente deberá permanecer en Secretaría. 

Vencido dicho término sin que el demandante o quien promovió el trámite respectivo haya cumplido la carga o realizado el acto ordenado, quedará sin efectos la demanda o la solicitud y el juez dispondrá la terminación del proceso o de la actuación correspondiente, condenará en costas y perjuicios siempre que como consecuencia de la aplicación de esta disposición haya lugar al levantamiento de medidas cautelares…” (negrillas propias). 

Son varias las premisas que presenta la norma parcialmente transcrita como presupuestos necesarios para la procedencia de la declaratoria del desistimiento tácito, pero a este caso importa destacar que una de ellas, como acertadamente concluye el funcionario de primer grado en el auto del 1 de septiembre de 2008, indica la necesidad de que exista un trámite pendiente que solamente pueda ser impulsado por una de las partes. Es decir, la inactividad de la parte a instancia de quien se comenzó una actuación debe impedir la continuación de la misma. 
De lo anterior se infiere que el desistimiento tácito no podrá operar en los casos en los que la actuación pueda retomar su curso por un acto de la contraparte o por impulso oficioso. Tal afirmación coincide con la opinión que la doctrina tiene al respecto, que dice que el “desistimiento tácito tiene como lógico requisito de ley para su decreto, que el acto que depende del demandante o del peticionario sea de tal envergadura que no satisfacerlo implicaría la paralización del proceso o trámite y por ende su imposibilidad de continuar”
.
En el caso que nos ocupa es evidente que el proceso ha permanecido inactivo durante varios años y que la parte actora no ha demostrado interés en proseguir con el mismo. Sin embargo, conforme a lo expuesto en párrafos anteriores ello no es suficiente para que proceda la declaratoria del desistimiento tácito. Hace falta verificar que la inactividad que soporta este proceso solamente puede culminarse con un eventual acto de la parte demandante, o dicho de otro modo, que la actuación solamente puede continuar su curso si el demandante lo propicia. 
Y llegados a este punto ha de darse nuevamente la razón al juez de primera instancia en tanto afirma que el acto del cual pende la continuación y culminación del presente proceso no está reservado a la parte demandante, pues como se trata de la solicitud de que se efectúe la licitación pública en la cual sea vendido el inmueble hipotecado y esta, según lo indica el artículo 523 del Código de Procedimiento Civil, puede provenir también del demandado, no puede decirse que la pasividad del demandante conduzca inexorablemente a la parálisis del proceso. 
Allende lo dicho, aun si la ley tuviese reservada la posibilidad de impulsar el trámite del remate a la parte demandante, el hecho de que ésta se mantuviera inactiva al respecto no necesariamente detendría el proceso, puesto que el mismo puede llegar a su fin por obra de la parte demandada, por ejemplo, con el cumplimiento de las obligaciones que se le ordenó satisfacer, y que luego de que se profirió la sentencia no están sujetas a discusión alguna.
Por otra parte, es inadmisible el argumento de que los demandados se encuentran en una situación económica precaria, puesto que aunque sea así, no por ello estos dejan de tener la posibilidad legal de impulsar el proceso, y por lo tanto no puede afirmarse que el acto que necesita el mismo para retomar su curso lo tenga reservado la ley a la parte actora y que entonces la inactividad de ella es la que paraliza el asunto. Y es que no se puede afirmar de manera alguna que la situación económica de los accionados transforme esa opción que tienen ambas partes ahora de impulsarlo, en una carga procesal exigible a la parte demandante cuyo incumplimiento deba ser sancionado con la terminación de la actuación, y mucho menos con la pérdida de los efectos de una demanda cuyas pretensiones fueron ya concedidas por una sentencia que ha hecho tránsito a cosa juzgada, que es lo que pretende la parte demandada. 
Finalmente, que la parte demandante no haya constituido un nuevo apoderado judicial tampoco obstruye el avance del proceso, pues  luego de aceptada y comunicada la renuncia del apoderado de cualquiera de las partes, el proceso continúa con o sin un nuevo apoderado, bajo la responsabilidad de quien renuncia durante los cinco días siguientes a la comunicación de esa decisión, y luego de ello, bajo la de la parte a la que el despacho informó que su apoderado hizo dejación del mandato, sin que por ello surja ninguna restricción para la contraparte con el fin de adelantar los actos procesales para los cuales la faculta la ley, como en este caso, solicitar la nueva programación de  la diligencia de remate.
Así pues, la conclusión inevitable es que frente a la notoria inactividad que ha demostrado la parte demandante en este proceso, el mismo puede ser impulsado e incluso llevado a término por la parte demandada y por lo tanto no se cumplen los presupuestos contenidos en la ley 1194 de 2008 para el decreto del desistimiento tácito de la actuación, conclusión que implica confirmar el auto recurrido.
  



En esta sede no hay lugar a costas de acuerdo con lo previsto en el numeral 5° del artículo 392 del C.P.C.


DECISIÓN

   



En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA el auto del 22 de agosto de 2008, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta localidad en el proceso ejecutivo con título hipotecario iniciado por Banco Cafetero – Bancafé contra Carlos Augusto Agudelo Gómez (cónyuge sobreviviente) y Augusto, Olga Lucía y Carlos Eduardo Agudelo Gaviria (hijos).
Sin costas. 
   



Notifíquese 





Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� Pablo Felipe Robledo del Castillo, “El desistimiento Tácito”, memorias del XXIX Congreso Colombiano de Derecho Procesal, página 999, Primera Edición, Departamento de Publicaciones Universidad Libre, Bogotá DC, agosto de 2008.
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